Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 15 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Carpeta N* 988/2012. Se modifica el inciso primero del artículo 67 de la Ley N* 18.719, de 
27 de diciembre de 2010. Distribuido N* 1658/2012. Proyecto de ley, con exposición de motivos, del 
señor Senador Viera. 


Carpeta N* 993/2012. Negociación colectiva. Se modifica el artículo 8% de la Ley N* 18.566, 
de 11 de setiembre de 2009. Modificación de la integración del Consejo Superior Tripartito y de los 
Consejos de Salarios. Distribuido N* 1674/2012. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


Carpeta N* 995/2012. Día del Trabajador Rural. Se fija el 30 de abril de cada año. Distribuido 
N* 1684/2012. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Carpeta N” 998/2012. Personal de los Edificios de Propiedad Horizontal. Fijación del 
Régimen de Trabajo. Distribuido N* 1683/2012. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


El Sindicato de Trabajadores de Seguridad solicita audiencia con el fin de exponer su 
voluntad de tener una ley sobre trabajo nocturno que los ampare. 


La Unión de Clasificadores de Residuos Urbanos Sólidos solicita audiencia a efectos de 
exponer su pretensión de formalizar la actividad que desarrollan y que la misma sea declarada legítima 
a todos los efectos legales y laborales. 


La Asociación de Porteros de Casas de Apartamentos solicita audiencia a efectos de referirse 
al proyecto de ley aprobado por Cámara de Representantes de 'Personal de Portería de los Edificios 
de Propiedad Horizontal-Determinación de su régimen de trabajo”. 


La Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social, Área de la Salud, solicita audiencia a 
fin de exponer su preocupación relativa al programa “Uruguay Crece Contigo”. 


Agrupación ex-Obreros y Familiares Textil Ferrés solicita nuevamente audiencia a fin de 
conocer los resultados de la reunión realizada el 17 de mayo próximo pasado. 


Planteamiento de la Asociación de los Empleados y Obreros Municipales de Salto, solicitando 
una nueva línea de crédito social del Banco República. Asimismo, solicita audiencia”. 


-Hay dos proyectos de ley para considerar: uno presentado por el señor Senador Viera -a 
quien incluso recibimos en Comisión- y otro que se refiere a la modificación del artículo 2% de la Ley N* 
15.852, de 24 de diciembre de 1986 sobre empresas contratistas del sector agropecuario, que fue 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


La idea es que los integrantes de la Comisión definamos la prioridad a establecer para las 
próximas sesiones. 


Con respecto al proyecto presentado por el señor Senador Viera, debo recordar que cuando 
lo recibimos en la Comisión, hizo su exposición de motivos, pero hay que ver si existe voluntad política 


para empezar a considerarlo. Y en lo que tiene que ver con el referido a las empresas contratistas del 
sector agropecuario, corresponde informar que ingresó a la Comisión hace un cierto tiempo y ya cuenta 
con la aprobación de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR TAJAM.- Con referencia al último proyecto de ley mencionado, debo decir que el tratamiento 
del tema es relativamente sencillo porque habría que excluir de la definición de empresa contratista al 
sector de la jardinería, puesto que se trata de una actividad de carácter urbano o semiurbano. Al ser 
incluido en la Ley N* 15.852 y en su decreto reglamentario, ha tenido que formalizar sus obligaciones 
con el Banco de Previsión Social dentro del ámbito rural. En este sentido, a modo de ejemplo, en el 
artículo 13 de ese decreto reglamentario se establece: “La contribución patronal de las empresas 
contratistas uni o pluripersonales”-que es a las que refiere fundamentalmente- “será igual a la suma 
total de montepíos de su personal dependiente, no pudiendo ser inferior a la del montepío del peón 
especializado plenamente ocupado, por cada uno de sus integrantes”. 


A su vez, el artículo 12 establece: “Las empresas unipersonales aportarán en la forma 
establecida por los artículos 8” y 9% no pudiendo la aportación ser inferior al importe equivalente del 
montepío del peón especializado plenamente ocupado, vigente en el período considerado”. Quiere 
decir que relaciona la actividad realizada por personas que efectúan trabajos de jardinería - 
fundamentalmente en el ámbito urbano- con la del peón especializado, que es algo que creo no tiene 
vinculación. 


Ese ha sido el motivo para presentar este proyecto de ley: que se haga efectivo el proceso 
de formalización de todas estas personas. 


Asimismo, se plantea que, por el hecho de estar en estos ámbitos, no se recorre el camino 
de la formalización de la actividad de la jardinería del modo en que debería hacerse. Por tanto, allí se 
expone un motivo más por el cual esta actividad se entiende como algo común del ámbito urbano. 


Por lo expuesto, considero que no habría demasiados problemas para avanzar en la 
aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera preguntar al señor Senador Tajam -que es quien ha estudiado este tema- en 
qué situación jurídica quedan los jardineros de las zonas urbanas que no tienen personal. ¿Serían una 
empresa unipersonal? Digo esto porque ellos realizan una actividad en una multiplicidad de lugares y 
con una periodicidad bastante baja. En muchísimos casos, por lo menos a lo largo de toda la costa 
uruguaya, eso sucede muy frecuentemente. Muchas veces, concurren a realizar el trabajo a cada lugar 
Una Vez por mes. 


Por esta razón, me gustaría saber en qué situación jurídica se encuentran. Supongo que 
tendrían que estar en calidad de empresa unipersonal. 


SEÑOR TAJAM..- Así es, señor Senador, son unipersonales. 


Justamente, el inciso primero del artículo 6* del decreto reglamentario de la Ley N* 15.852 
establece: “A los efectos de la ley que se reglamenta, toda empresa rural con excepción de las 
constituidas bajo forma de sociedad anónima, supone siempre la existencia de un empresario titular la 
que se denominará unipersonal, con prescindencia del número de los integrantes de la misma”. Ese es 
el punto de partida y me parece que todos los casos que el señor Senador está mencionando se 
encuentran dentro de esa categoría. Por lo tanto, al asociarse una empresa contratista dentro del 
ámbito rural, los aportes de la jardinería quedan relacionados con el montepío del peón especializado. 
Esto no tiene que ver con una actividad rural. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo con lo que se ha expresado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es relativamente sencillo, por lo que, si no hay inconvenientes, creo 
que estamos en condiciones de votar el proyecto de ley. 


(Apoyados) 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RUBIO.- Proponemos que el señor Senador Tajam sea el Miembro Informante del proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 
La iniciativa será incluida en el orden del día de la próxima sesión del Senado. 


El segundo punto a tratar por la Comisión es el proyecto de ley presentado por el señor 
Senador Viera, relativo al límite de edad en los llamados a empleos públicos. 


Consulto a los miembros de la Comisión si desean ingresar al tratamiento del tema. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que habría que pedir la opinión del área de gestión de recursos humanos de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil porque, más allá de que se pueda estar de acuerdo o no con el 
proyecto de ley, el tema tiene una serie de fundamentos que están relacionados con la pirámide de 
edades del sector público. En función de los últimos trabajos que analicé, el promedio de edad del 
trabajador público se ubica entre los 48 y 50 años. Cuando se realizan convocatorias de esta clase - 
que reconozco resultan antipáticas para los sectores de mayor edad que quedan excluidos de los 
llamados- se procura bajar el perfil etario. 


Creo entonces que, en todo caso, se puede remitir el proyecto a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y solicitarle su opinión o un informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acota la Secretaría que el informe ya existe; si los señores Senadores 
están de acuerdo, como es relativamente breve, lo podemos leer. 


SEÑOR PASQUET.- El informe se produjo a propósito de un proyecto de ley de los señores Senadores 
Viera y Amorín, presentado en el año 2010. 


En síntesis, la Oficina Nacional del Servicio Civil entiende que, desde el punto de vista 
jurídico, no hay inconvenientes con el establecimiento de los límites en la medida en que sean 
razonables. Y no se pronuncian sobre el fondo del asunto -es decir, si políticamente es conveniente 
establecer o eliminar los límites- porque no les corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el tema tiene aristas positivas y negativas. Es verdad -y me parece 
que en ello todos coincidimos- que conseguir trabajo a determinada edad, sobre todo luego de los 
cuarenta años, no es nada sencillo en nuestra sociedad. De alguna manera, este proyecto de ley 
abriría las puertas para que esa gente pueda encontrar una solución en el Estado. Ahora bien, el gran 
problema es definir en qué quedan las posibilidades de los jóvenes en momentos en que, si no me 
equivoco, es aspiración de todos rejuvenecer los planteles del Estado. Todos sabemos que el promedio 
de edad de la estructura de funcionarios del Estado es bastante alto. Entonces, nos planteamos en qué 
queda la participación de los jóvenes y al respecto recuerdo que habíamos hablado de llegar a alguna 
solución intermedia, es decir, incluir una norma que contemplara la situación de quienes tienen la 
dificultad de insertarse laboralmente y que no cerrara las puertas o no generara una restricción a los 
jóvenes a la hora de buscar canales de ingreso. 


De todas formas, solicito que la Secretaría lea el informe enviado por el Área de Asuntos 
Jurídicos de la Oficina Nacional del Servicio Civil puesto que, como dije, es bastante breve. 


SEÑORA SECRETARIA.- “La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado solicita 
opinión acerca del proyecto de ley referido al límite de edad en los llamados a empleos públicos” 
presentado por los señores Senadores Tabaré Viera y José Amorín Batlle cuya copia adjuntan. 


Surge de la exposición de motivos una reivindicación del derecho al trabajo, como un 
derecho fundamental del ser humano, así como el de todo ciudadano a ser llamado a un empleo 
público en forma imparcial y equitativa. 


Se pone de manifiesto asimismo que últimamente los llamados efectuados por la mayoría de 
los organismos estatales pertenecientes tanto a la Administración Central como a Entes o Empresas 
Públicas, imponen límites de edad que impiden participar a un gran número de ciudadanos, 
especialmente aquellos que superan los cuarenta años. 


Esta última apreciación refiere a políticas de empleo y no corresponde que su problemática 
de fondo sea analizada por el Área Asuntos Jurídicos. 


Corresponde en cambio dilucidar si la limitación de edad establecida en llamados a empleos 
públicos (limitación que según el art. 2” de la norma proyectada, salvo en casos de personal policial o 
militar, no se admitiría), vulnera derechos consagrados en nuestra Constitución como el de la libertad 
de trabajo o el derecho a ocupar un cargo público (arts. 36 y 76). 


Debe tenerse presente que el art. 34 del Decreto-Ley N* 14.189 de 30 de abril de 1974, 
establecía como límite para el ingreso el tope de 30 años de edad; dicha norma fue derogada por el art. 
33 de la Ley N* 15.851 de 24 de diciembre de 1986. No obstante ello, esta Área ha venido sustentando 
el criterio de que, sin desconocer los derechos constitucionales mencionados, la Administración puede 
autolimitarse siempre dentro de un marco racional de decisión y establecer limitaciones para el ingreso 
a la función pública ejerciendo racionalmente su potestad de definir los criterios de conformación de su 
plantilla. 


Se ha considerado en definitiva que las decisiones adoptadas en tal sentido, esto es, que 
impongan limitaciones como las mencionadas ut supra, serán legítimas en tanto respondan a la mejor 
prestación del servicio y por tanto convenientes. 


Con lo informado se eleva”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, correspondería escuchar la opinión del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, como ámbito especializado en el tema, ya que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
no se pronuncia. 


SEÑOR RUBIO..- En ese sentido, pienso diferente. Quien está a cargo de la formación de los recursos 
humanos es la Oficina Nacional del Servicio Civil. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá 
argumentar que está fuera del área de su competencia; incluso, sobre cuál es el perfil de ingreso de los 
trabajadores a la función pública. 


En realidad, muy recientemente se ha incursionado en el área de la negociación entre el 
Estado y los trabajadores, y de forma muy marginal, porque desde hace mucho tiempo esto ha sido 
llevado adelante por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del Servicio Civil y 
el Ministerio de Economía y Finanzas. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil no puede rehuir de dar una opinión sobre esta cuestión; 
desde el punto de vista jurídico puede argumentar que ese informe, de fecha 3 de setiembre de 2010, 
solamente se refiere a las potestades jurídicas que hay para poder fijar topes de edad, pero no a la 
política de recursos humanos, que es su cometido. Esta Oficina es la que controla el tema relativo a 
los ingresos -ahora, a través del sistema de la ventanilla única y demás- lleva el registro de todos los 
contratos, nos informa periódicamente y da una cantidad muy grande de cursos de capacitación, entre 
otras cosas. Quiere decir que la formación de los recursos humanos no es un cometido de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, sino de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Digo esto porque, en algún 
momento, hubo áreas de superposición -llamémosle así- pero hay préstamos internacionales 


relacionados y un conjunto de antecedentes en el sentido de reconocer este cometido a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Creo que esto es sin perjuicio del informe remitido en el año 2010; además, 
se ha producido un cambio de autoridades en ese organismo. 


Esto no quiere decir que no se consulte también a las autoridades del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, pero creo que las de la Oficina Nacional del Servicio Civil no pueden rehuir a dar una 
opinión sobre la sustancia del tema. Tal vez el señor Presidente pueda comunicarse con el nuevo 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, doctor Homero Guerrero, para ver si nos puede 
brindar algún tipo de guía respecto a este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos invitarlo a concurrir a esta Comisión acompañado de algún 
técnico -si lo estima pertinente- para conversar sobre el tema. 


SEÑOR RUBIO.- Tal vez se haya cambiado de punto de vista sobre el fondo del asunto y son 
partidarios de tener un cupo para funcionarios mayores de cuarenta años, lo que podría ser una 
solución intermedia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que si los invitamos y conversamos sobre el tema, va a ser más 
fructífero que si simplemente pedimos una opinión por escrito. 


SEÑOR TAJAM.- Me parece que, por diversos motivos, deberían concurrir las autoridades de los dos 
organismos. Acompaño la fundamentación hecha por el señor Senador Rubio en el sentido de que la 
Oficina Nacional del Servicio Civil se pronuncie sobre el proyecto, las políticas sobre el funcionariado 
público, sobre captación y renovación de funcionarios, etcétera. Creo que esto es importante, como 
también lo es discutir el tema jurídico. 


Asimismo, hay que tener en cuenta que las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social -que, sin duda, van a tener otra óptica- plantearán, seguramente, un abordaje del tema desde el 
punto de vista del macroproblema del desempleo. Si analizamos el tema por grupos de edades, 
podemos advertir que el desempleo entre los mayores de 25 años es del 4%, mientras que entre las 
mujeres menores de 25 años es del 21%, en tanto el de los jóvenes es casi un 18%. Las políticas que 
están llevando a cabo son, justamente, para abordar estos problemas. 


De todas maneras, me gustaría que concurrieran las autoridades de ambos organismos a 
acercarnos toda la gama de información que tienen sobre esta cuestión y sobre otros temas que es 
necesario conocer. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con lo que se ha propuesto. El año pasado descubrí la política 
de recursos humanos que tienen algunas empresas privadas: tienen un cupo determinado -no por una 
cuestión de derechos, sino por necesidad de mejorar la gestión- para mujeres, por ejemplo, mayores 
de 30 años, para cumplir determinadas tareas. Fue una sorpresa, ya que no pensé que eso sucediera. 
Repito que es una política de recursos humanos bastante reciente que utilizan las empresas privadas. 
Ahora bien, ¿eso se practica a nivel del Estado? No lo sé. ¿Cuántas personas estarán en una situación 
como la que se describió, sin derecho al empleo ni a la jubilación? No hablo desde el punto de vista 
del Derecho, pero me pregunto si esto es viable para el Estado y cuál es la política de recursos 
humanos que hoy tiene. 


SEÑOR PASQUET.- Desde el punto de vista jurídico, no veo ningún inconveniente en que se 
establezca un límite de edad en los llamados a empleos públicos. Creo que en ese sentido las normas 
no son discriminatorias: así como el Estado puede requerir a los postulantes tener Primaria o 
Secundaria completas -y no creo que eso sea discriminar; es establecer un nivel mínimo de aptitud 
para el desempeño de ciertas funciones- también puede fijar un límite de edad pensando en las 
exigencias propias del cargo que se va a desempeñar. Francamente, no veo la dificultad. Entiendo que 
hay un fundamento en el proyecto y se está pensando en la situación de las personas de cierta edad 
que no encuentran empleo, porque lo perdieron en algún momento o porque volvieron al país después 
de estar un tiempo en el exterior y se encontraron con las puertas cerradas; desde el punto de vista 
humano, es una situación muy angustiante y difícil. Tal vez, la solución ideal sería establecer algún 
cupo que contemple a los mayores de edad. Creo que cuando se exige calificación profesional, los 


jóvenes se imponen, porque la tienen en mayor medida, ya que las nuevas generaciones están 
haciendo diferentes cursos y posgrados que los mayores no tienen. Por lo tanto, simplemente por tener 
más formación, los jóvenes van a excluir a los mayores de edad. En verdad, me simpatiza el espíritu 
que anima el proyecto de ley presentado por los señores Senadores Viera y Amorín. 


Ahora bien, me parece muy oportuno convocar a los representantes de la Oficina Nacional de 
Servicio Civil y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para escuchar lo que tienen que decir 
acerca de este tema. Además, propongo convocar a los representantes de COFE para saber cómo ven 
esta iniciativa. Creo que podríamos invitar a todos para la misma jornada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, encargamos a la Secretaría que haga los contactos con los 
representantes de la Oficina Nacional de Servicio Civil, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
de COFE, a efectos de invitarlos conjuntamente en un solo día para discutir el tema, sin perjuicio de 
que me ponga en contacto con mi coterráneo y le explique con más detalle por qué queremos que 
comparezca a la Comisión después de que en el año 2010 envió el informe. 


Si no hay más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 43 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


